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Resumen. No existe una metodología de evaluación de políticas públicas plenamente consensuada y de aceptación generalizada. Este artículo aborda el reto que implica determinar un marco metodológico que permita orientar la labor de evaluación como juicio crítico y a su vez constructivo de la intervención pública; siempre desde el cumplimiento estricto del rigor científico exigible. Se aportan algunas reflexiones teóricas de utilidad desde el marco epistemológico para clarificar los principios, el enfoque y el método, así como la opción de técnicas e instrumentos analíticos que han de conformar, en la práctica, la base de los procesos de evaluación de las políticas públicas. 
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Abstract: There is not a evaluation`s methodology for analysis public policy agreed and widely accepted. This article propose, with the strict scientific rigor required, a methodological framework that can guide the analytical work of critical and constructive evaluation of the public interventions. So, it provides some useful theoretical insights from the epistemological framework to determine the principles, approach and method, as well as the choice of techniques and analytical tools that have to be part of, in practice, the mainstay of the evaluation processes of public policy.
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			La adecuación y orientación del método al objeto de evaluación de la intervención pública

			
En el marco general de la investigación en un determinado dominio o área de la ciencia se suele dar una respuesta analítica mediante una habitual ortodoxia relativa a un “marco concreto de procedimientos  metodológicos” (Rebolloso, Fernández-Ramírez y Cantón, 2008: 21). No obstante, no se puede negar que la evaluación se nutre de campos diversos, adquiriendo un carácter multidisciplinar. De este modo, la evaluación de políticas públicas responde a la visión multiparadigmática que se hace de las propias ciencias sociales. Tanto la observación, como el análisis y la conceptualización, así como las formas de acceso a la  información relativa al contexto e intervención, presentan una amplia diversidad de formas y maneras de ser abordadas. De esta manera, en evaluación de políticas públicas, posicionamientos epistemológicos, enunciados científicos y técnicas empíricas van a mostrarse de forma múltiple y diversa (Bericat, 1998).

			Precisamente, a través del siguiente artículo se presentan, desde una aproximación analítica teórico-descriptiva, posibles alternativas metateóricas, teóricas y empíricas, asociadas a los principios, paradigmas, enfoques y técnicas desde los que abordar, con las correspondientes exigencias de rigor científico, procesos de evaluación de políticas públicas en el ámbito de las ciencias sociales. Se pretende, como objetivo, clarificar de forma estructurada y concisa la multiplicidad de posibilidades analíticas que dispone, e incluso exige, la evaluación de políticas públicas. Considerando la relevancia del paradigma tradicional positivista y su evolución en el campo de la evaluación de políticas públicas, y la necesidad, por su aportación al enriquecimiento científico que entraña, de la complementariedad entre planteamientos, el presente artículo se centra, no obstante, en las posibilidades y alternativas que se presentan desde el paradigma constructivista.

			Las orientaciones o enfoques metodológicos de la evaluación pueden diferir en virtud del modo en que son concebidas y establecidas las propias políticas públicas; o en función de los requerimientos y las necesidades de información de los decisores públicos; de la disposición de sistemas de gestión de información orientados a la evaluación; del ámbito funcional o temporal al que ésta se dirige; o siendo determinadas por las titulaciones, conocimientos, experiencias y preferencias analíticas de los propios evaluadores. También, por supuesto, en función de los recursos financieros disponibles para acometerla. De hecho, Rossi y Freeman reconocían que la evaluación situaba su ámbito de investigación social dentro de los marcos políticos y éticos, y se sometía a las limitaciones que imponían el tiempo, la financiación y los recursos humanos a disposición del equipo evaluador (Rossi y Freeman, 1993).

			Asimismo, en el ámbito de las ciencias sociales los debates metodológicos están mucho más abiertos y son más dinámicos e intensos. Por esta razón, desde una perspectiva teórica, se desarrollan y reflexionan cuestiones relativas al positivismo, al uso de paradigmas deductivos o inductivos y constructivistas, al uso de herramientas cualitativas y/o cuantitativas, o a las formas en las que deben ser considerados los juicios.

			El hecho de que la evaluación deba adecuarse a los parámetros y cánones propios de la investigación científica en ningún caso puede ser interpretado como la aceptación de un único paradigma o un único método. Bustelo establece que el evaluador debe ser capaz de dar diferentes respuestas metodológicas en virtud de cada contexto (Bustelo, 2007). Las posibilidades de delimitar, analizar y responder, de forma rigurosa, a las cuestiones que se determinen y deriven de las evaluaciones de políticas públicas exige disponer de un diversificado elenco de instrumentos y metodologías prestos a ser aplicados. Más aún cuando se acepta una concepción holística e integradora de la evaluación ligada a su finalidad, en tanto que la sitúa en todas y cada una de las fases asociadas a la acción pública.1

			Asimismo, es necesario considerar la complejidad de las políticas públicas y, por tanto, el traslado de ésta a sus análisis y evaluaciones. La política pública es a veces entendida como un “tratamiento” a suministrar a un colectivo de beneficiarios bajo la hipótesis de que si éste está bien “dosificado”, sus “males” serán, en principio, resueltos (Heckman, 2001: 713). Esto lleva a que las políticas sean concebidas bajo condiciones de racionalidad, donde, determinado el diagnóstico del contexto, se establecen los objetivos y estrategias que hacen frente a los “padecimientos” del mismo. La evaluación se establecerá bajo una metodología que verifique, con veracidad, el alcance de “curación”.

			No obstante, quizás sea ésta una forma simplificada, próxima a la modelización que si bien puede ser de utilidad analítica y explicativa  no dejará de estar limitada. Y es que los elementos que conforman la realidad sobre la que se interviene no suelen ser tan simples. De este modo, la política pública debe ser entendida como un sistema de intervención dirigido a la resolución de problemas complejos y en el que las estrategias acometidas y los propios resultados son susceptibles de evolucionar a lo largo del proceso de ejecución. Es necesario, asimismo, considerar que dichos resultados estarán no sólo asociados a la intervención, sino a múltiples elementos que incluso son ajenos a la misma: “Ante todo, es importante tener en cuenta que hay un conjunto de factores que operan simultánea y sucesivamente en la realidad, en una realidad compleja, y que, por lo tanto, generalmente hay múltiples causas y no causas únicas” (Feinstein, 2007: 20-22). También se habla de un “triángulo complejo de relaciones”, al referirse a los programas y políticas públicas donde se cruzan las variadas dimensiones sectoriales sobre las que se interviene; la multiplicidad y heterogeneidad de actores implicados; así como diferentes escalas administrativas de gestión y ejecución de las actuaciones y su estructura política (Osuna et al., 2005).

			Por otra parte, centrando el análisis en el ámbito de las políticas de inclusión, se hace referencia a “motivaciones complejas fruto de un proceso nada lineal” como condicionantes de la creación y aplicación de la política (Subirats, 2006: 31). Estas consideraciones son extrapolables a otras intervenciones públicas. Y ante esto, se comparte la afirmación de Subirats “en políticas complejas, evaluaciones complejas”, y más aún cuando pretende ser una reivindicación a la combinación de lo que denomina metodologías “hard” y “soft” al acometer procesos de evaluación de las políticas públicas, sugiriendo que el uso exclusivo de aproximaciones cuantitativas en evaluación da resultados insuficientes.

			Frente a ello, no se pueden obviar tampoco los postulados de quienes, sin renunciar al análisis cualitativo, adelantan críticas sobre la capacidad de éste para sustituir los enfoques cuantitativos (Campbell, 1970).

			

Hacia una propuesta metodológica de evaluación: la asunción de  principios y la opción entre paradigmas, enfoques y técnicas

			
Cuando Shaw se introduce en el campo de la metodología de la evaluación empieza refiriéndose a las actitudes que se tiene ante éstas, calificándolas a la vez de “bendición” y “pesadilla” (Shaw, 2003: 117).  Se refiere a la necesidad de hacer frente a lo que califica como purismo metodológico y justifica sus dudas hacia el hecho de que las evaluaciones estén regidas exclusivamente por la metodología. No obstante, si bien hay que reconocer que un método determinado no lo puede ser todo en la evaluación —en tanto que no tiene por qué ser el que permita dar respuestas a las cuestiones que en cada caso se propone—, no se puede obviar que la conformación y adecuación metodológica a la intervención pública objeto de evaluación ha de ser un pilar esencial de la misma.

			Parece razonable la afirmación de Guba y Lincoln cuando establecen que no se puede especificar una metodología definitiva para llegar a conocer lo que acontece (Guba y Lincoln, 1989). Pero no cabe duda de que la evaluación de políticas públicas exige la conformación de conocimiento científico en el marco de las ciencias sociales, al tiempo que requiere su valoración; todo ello sustentado en pautas metodológicas que garanticen su máximo rigor. Y esto será desde el reconocimiento, de las limitaciones de los métodos aplicables y desde la consideración de  que la propia evaluación dispone de pautas metodológicas específicas. 

			Así, se entiende que la evaluación de políticas públicas requiere, desde el pragmatismo y el rigor, establecer una triangulación tanto de fuentes de información como de métodos a aplicar (Feinstein, 2007). La referencia al pragmatismo debe ser considerada desde dos vertientes: por una parte, desde el posibilismo analítico y por otra desde la utilidad y funcionalidad de la evaluación, aceptando que “la utilidad es la fundamentación de la evaluación” (Weiss, 1998: 15). El pragmatismo, aplicable tanto desde el positivismo como desde el constructivismo, se asocia esencialmente tanto a las técnicas aplicables como al enfoque. 

			Como todo trabajo científico, la evaluación exige una adecuación metodológica orientada no sólo a los objetivos que persigue sino también a los recursos disponibles; poniendo de manifiesto el alcance y las limitaciones del proceso de investigación como elemento esencial de rigurosidad y veracidad.

			La opción del método en evaluación puede estar determinada por tres niveles básicos adoptados de aquellos que se establecen en el marco de la investigación social. Dichos niveles son los siguientes: el metateórico (paradigma), el teórico (enfoque) y el empírico (técnica). La determinación del método a aplicar nos exige una elección concreta, en cada uno de estos niveles, dada la multiplicidad y variedad de opciones disponibles. Asimismo, el método a aplicar exige que la selección por la que se opte en cada uno de estos niveles, sea, en su conjunto, “coherente”, garantizando con ello un cuerpo metodológico “integrado” (Bericat, 1998: 19). Cierto es que la posibilidad de optar se deriva de la aceptación de cuatro principios2 esenciales:

			Principio de consenso metodológico previo. Se trata de delimitar con claridad, con los actores de la evaluación, el marco metodológico a desarrollar, explicitando los límites, tratando de evitar, a priori, dudas sobre los resultados que se deriven de la evaluación por un cuestionamiento de la metodología. El evaluador optará en virtud del valor que otorgue a cada metodología aplicable, y explicitará sus actos respecto a las acciones o pautas a acometer.

			Principio de rigor y coherencia. De modo que la preocupación por el rigor metodológico guíe continuamente la investigación evaluativa; lo que exige un método que evite, a priori, el establecimiento de posicionamientos que pudiesen “conducir” la labor de evaluación a conclusiones erróneas. La opción metodológica debe, por tanto,  constituir un cuerpo integrado al amparo de un sistema de acciones o pautas coherentes (Bericat, 1998: 19). Con ello, serán las observaciones y los análisis los que determinen o concluyan los resultados de la evaluación y no a la inversa.

			Principio de pluralismo metodológico. La confrontación de experiencias, la combinación de aproximaciones cualitativas y cuantitativas, la disposición de información diversa, obtenida de técnicas y fuentes diversas, deben ser entendidos, en los procesos de evaluación, como una buena estrategia para alcanzar conclusiones sólidas y contrastadas. Un autor enumera, conscientemente de forma muy entremezclada, entre otras, las siguientes: “marcos lógicos de coherencia, contrafactualidad, input-output, paneles de expertos, Delphi, dafo, grupos de discusión, análisis coste-beneficio, coste-efectividad, coste-eficacia y de frontera, pruebas experimentales, mapas contractuales, mapas de impactos,  etcétera” (Román, 2006: 5).

			Principio de adaptación de métodos. Hay que aceptar la aplicabilidad de diversas metodologías que cumplan los principios deontológicos de cientificidad, y que den respuesta rigurosa a las cuestiones cognitivas y normativas que se propone la evaluación. No obstante, los métodos deben adaptarse a los objetos de estudio, a los sistemas de información, los recursos disponibles y a las hipótesis planteadas.

			
Cuadro 1. Propuesta del método integrado para la evaluación de políticas públicas: principios, paradigmas, enfoques y técnicas 
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			La propuesta metodológica de la evaluación debe superar aquellos dogmatismos que abogan por una exclusividad de enfoques aplicables, y que se establecen de forma independiente a los objetos de análisis. De hecho, la Comisión de Expertos para la creación de la Agencia Estatal de Evaluación de la Calidad de los Servicios y las Políticas Públicas (Aeval) establecía que “superado ya el monopolio de ciertos paradigmas, no parece oportuno aferrarse a priori a la defensa de ciertos modelos o técnicas de evaluación, en gran medida, porque la práctica de la evaluación así lo ha aconsejado”.3

			

El nivel metateórico: la opción entre paradigmas

			
Las opciones metodológicas estarán previamente sujetas a la opción de paradigma siendo ésta el posicionamiento ontológico y epistemológico por el que se guiará el evaluador (Guba y Lincoln, 1994: 105).

			Dicho posicionamiento indicará el modo en que el evaluador, como investigador social, se enfrenta al reto de la intervención y del contexto.

			Muchas de las cuestiones que delimitan el paradigma se refieren a lo que debe y puede ser conocido (posicionamiento ontológico), y, por otra parte, a la relación o vinculación entre el sujeto evaluador y el objeto de evaluación, así como a los atributos del conocimiento, fundamentalmente en relación a la capacidad o no de generalización de conclusiones (Solarte, 2004). Valorando la relevancia de la tradición positivista en este campo,4 se reconoce un progresivo aumento en la aplicación del constructivismo. Se aboga por una concepción epistemológica que asuma la relatividad de las verdades absolutas y reconozca la relevancia de las percepciones subjetivas como forma de aproximación certera y plural al contexto y a la propia intervención (Vélez, 2007: 154). No sólo el conocimiento, sino también el juicio o valoración que incorpora la evaluación, se construye de forma gradual a través de sucesivas aproximaciones. Se reconoce, por tanto, tal y como establece Solarte al referirse al paradigma constructivista, que “sujeto y objeto están interactivamente vinculados” y que los conocimientos o “descubrimientos” son creados a lo largo del propio proceso de investigación (Solarte, 2004: 42).

			También se muestra interesante la distinción entre paradigmas propuesta por Shaw al referirse al positivista, pospositivista, constructivista y, finalmente, al de la teoría crítica. Este último, al que el autor denomina de forma más específica evaluación crítica, suscita un mayor interés en tanto que establece un llamamiento a la reflexión al considerar que “los problemas se conceptualizan como parte de los patrones sociales, políticos y culturales en los que se forma el evaluando”. Y esto implica la necesidad de reconocer que a través de la evaluación no sólo se produce conocimiento sino que se producen valores en sí mismos, “la producción de conocimientos es la producción de valores” (Shaw, 2003: 77-78).

			El reconocimiento de los juicios intrínsecos que acompañan al evaluador no debe mermar su capacidad y rigor de análisis; pero al mismo tiempo, obliga a ser conscientes de que todo el proceso está indisolublemente condicionado por los patrones sociales y morales en los que el evaluador-persona se forma como tal. Ello exige la adopción de una metodología hermenéutica y dialéctica en la que se puedan detectar y comprender las interpretaciones de la realidad que presentan los múltiples actores de la acción, al tiempo que se asume una perspectiva integral y holística de la evaluación de políticas públicas.

			Esta opción no está reñida con lo que se denomina como el “paradigma  de elecciones” en tanto rechaza la ortodoxia metodológica exclusivista “a favor de la adecuación metodológica como criterio básico para juzgar la calidad del método” (Patton, 1990: 38 y 39). Cierto es que en la actualidad tanto el paradigma constructivista como el positivista aplicados a la evaluación de políticas públicas admiten, ya no sólo la asunción de enfoques plurales de los métodos científicos, sino la diversidad de posibilidades y variedades de usos de sus técnicas (Stake, 2006).

			

El nivel teórico: la opción entre enfoques

			
El objeto de evaluación requerirá la adecuación coherente de los enfoques por los que se opta por dar respuesta al paradigma y posibilitar la aplicación de las técnicas adecuadas para conformar ese cuerpo metodológico integrado, que avale científicamente la evaluación acometida. La opción del enfoque se sitúa en una dimensión teórica asumiendo que si bien la evaluación se entiende como una ciencia práctica, “como ciencia y como práctica requiere teoría” (Bickman, 1987: 1).

			La diversidad de enfoques exige, en determinados casos, optar de forma dicotómica, y en otros, compartir y compatibilizar modelos. Quiere esto decir que se exigirá optar, por ejemplo, entre un enfoque de evaluación libre de objetivos tal y como proponía Scrivens o un enfoque referido a objetivos propuesto por Tyler. No obstante, una vez establecida la opción correspondiente, se deberá compatibilizar con otras elecciones tales como enfoques participativos, enfoque experimental, enfoque descriptivo, enfoques orientados, entre otros. Se entiende que la opción de enfoque más coherente con el paradigma constructivista pasa por aproximarse a las propuestas metodológicas que desarrollan los enfoques participativos, libre de objetivos, basada en la teoría o de aproximación clínica y orientada a la toma de decisiones.

			
Enfoques participativos

			Con el paradigma constructivista se entiende que la evaluación debe partir de las preocupaciones y consideraciones de diferentes actores que forman parte del contexto y la intervención, desde el reconocimiento de que puede haber intereses y valores divergentes y coexistentes (Vélez, 2007). El propio paradigma constructivista reconoce la necesidad de promover el intercambio de opiniones a través de procesos cíclicos de interacción entre los actores, marcando, por tanto, las pautas de dinamización de los enfoques participativos (Guba y Lincoln, 1989). La evaluación participativa engloba una diversidad de formas, aunque todas establecen un enfoque que aúna investigación, acción y participación. El uso específico que se hace de este enfoque en cada evaluación diverge en tanto que no siempre es instrumentado bajo los mismos principios de implicación, asunción de control, utilización de conocimiento y valoración. Esto implica que, bajo el enfoque de evaluación participativa, coexistan múltiples modelos evaluativos (Díez y Setién, 2005).

			La asunción de un enfoque participativo, puede ir desde los posicionamientos metodológicos en los que los niveles de implicación requieran del evaluador la labor de incorporar know-how propuestos por los propios actores en la formulación de la investigación, hasta extremos maximalistas de involucración de actores como los que se proponen en los modelos de evaluación pluralista, dotándolos de poder de negociación hacia la formulación de recomendaciones consensuadas para la intervención (Monnier, 1995). Tratan de introducir entonces, en los procesos de evaluación, la ponderación y el equilibrio entre intereses con la pretensión de facilitar la toma de decisiones y fortalecer la transparencia en la rendición de cuentas (Hemmati, 2002).

			No obstante, la evaluación participativa que se limita a la coproducción define con mayor claridad el papel del evaluador frente a las pluralistas o emancipatorias (Bertrana e Ysa, 2007). Con ello, se comparte el valor de la asunción de enfoques participativos en tanto que faciliten la obtención de información y promueva dinámicas de transparencia como pautas a seguir en los trabajos de análisis por parte de los evaluadores, sin que ello deba exigir, necesariamente, la asunción de las conclusiones y recomendaciones propuestas por parte de los decisores públicos (Osuna et al., 2005).

			La relevancia que este enfoque adquiere en evaluación se debe a múltiples razones, entre las que podrían destacarse las siguientes: a) permite la generación de información más plural; b) facilita la posibilidad de detectar los conflictos de interés, así como las relaciones de cooperación o dependencia entre actores implicados en la intervención; c) impulsa procesos de retroalimentación de información de gran utilidad, no sólo para la evaluación, sino también para el saber hacer de los propios actores implicados; d) genera dinámicas de transparencia y de democratización; e) sirve como medio de legitimación, tanto del proceso como de los resultados que del mismo se obtienen (Osuna y Bueno, 2007).

			
Enfoque libre de objetivos

			La evaluación bajo el paradigma constructivista evita establecer hipótesis predeterminadas. Scriven recomendaba que el proceso de evaluación obviase, de forma deliberada, el conocimiento a priori de los objetivos explicitados por la intervención pública. Él se refería a la “goal free evaluation” en la que la referencia sobre la que enjuiciar la acción pública se situase en las necesidades de la población objeto y no tan sólo en los objetivos que se hubiesen explicitado en la política. Se trató, en su momento, de una propuesta muy innovadora, que todavía en la actualidad es debatida, y que se enfrenta, de forma evidente, a todas aquellas que exigen la explicitud y cuantificación previa de los objetivos como parámetros necesarios para la determinación de la eficacia como objeto esencial de evaluación (Scriven, 1983). Guba y Lincoln, al referirse al paradigma constructivista, parecen querer asumir los planteamientos de Scriven cuando requieren que los evaluadores “obvien lo que saben” (Guba y Lincoln, 1989: 175). De igual modo, se reconoce la necesidad de asumir un enfoque libre de objetivos al aceptar este paradigma la determinación de la incidencia de factores y de la aparición de efectos no previstos previamente. La superación de los límites impuestos por el enfoque tyleriano otorgaba al proceso de evaluación un mayor campo de investigación y una mayor capacidad para la pluralidad de enfoques.

			
Enfoques basados sobre la teoría del problema o de aproximación clínica

			El problema a enfrentar se erige como un primer elemento de análisis sobre el que desarrollar el proceso de investigación de la posible acción, que determine sus posibilidades de solución. Es necesario diferenciar la teoría del problema de la teoría de la implementación y de la del programa: a través de la primera se pretende explicar los factores causales y las consecuencias del problema social que se detecta en el contexto; con la segunda se explica la lógica en la que se establecen los fines-medios; mientras que con la tercera se explican las razones por las que determinadas actividades inciden o no en los resultados y efectos previstos (Rebolloso et al., 2008). No obstante, si se considera que “el evaluador tiene que descubrir los efectos de un programa” y “comparar los efectos con las necesidades de aquellos a los que afecta” (Scriven, 1983: 235), una lógica asociación entre ambos enfoques se muestra como algo analíticamente necesario.

			
Enfoques basados en la teoría de la implementación

			Se hace necesaria la comprensión del programa o la política para poder establecer un mejor desarrollo de los procesos analíticos de la evaluación (Weiss, 1998). El evaluador debe reconstruir la lógica de  la intervención clarificando los objetivos que se pretende alcanzar y  traduciendo estos objetivos en efectos esperados sobre la resolución de los problemas del contexto; en realidad, con esto último, se considera que puede haber objetivos implícitos que persigan dar solución a otras  afecciones de la realidad, e incluso, en ocasiones, a otros beneficiarios  indirectos. Se propone, para ello, estudiar las acciones que conforman el  contenido estratégico de las políticas para crear un mapa de relaciones  fines-medios entre instrumentos, medidas y objetivos propuestos.

			
Enfoques basados en la teoría del programa5

			El paradigma constructivista parece asumir la necesidad de conocer dichas condiciones y razones bajo las que “funciona” o no una política pública, más allá de los efectos que pudiera generar. De hecho, Bustelo, al referirse a este paradigma, establece que es el que posibilita analizar los procesos de aplicación de las políticas públicas frente a  la exclusividad analítica del enfoque positivista,6 restringida al alcance de resultados (Bustelo, 2007). La adopción de este enfoque teórico orienta la evaluación hacia la determinación de las razones que explican  el logro o no de determinados objetivos, así como de la aparición de determinados efectos no esperados; y explica, asimismo, la interacción entre las acciones, los resultados y los cambios en el contexto. Y se hace referencia a la determinación de relaciones causa-efecto y a la necesidad de conocer las razones y circunstancias por las que se llegan a generar cambios; y considera que, a través de la evaluación basada en la teoría, se pueden abordar dichos requerimientos (Díez y Setién, 2006).

			No obstante, las relaciones de causalidad existentes entre la iniciativa evaluada y los cambios habidos en su contexto de intervención son elementos de elevada complejidad analítica. Este tipo de evaluación, al igual que el enfoque del marco lógico, se apoya en lógica de  programación o la teoría del programa, e indaga además en las relaciones causa-efecto (Bustelo, 2007). El postulado sobre el que se construye esta aproximación es que, si se consigue establecer cuáles son los factores determinantes del alcance de la intervención y de qué modo se interrelacionan, es posible decidir qué pasos deben supervisarse (Banco Mundial, 2004), e incluso qué aspectos del diseño de las propias  políticas pueden ser cuestionados (Aguilar y Bustelo, 2010).

			Desde este enfoque se acepta aquella consideración en la que se  establece que la evaluación debe demostrar la validez y rigurosidad del argumento que sostiene el diseño de su aplicación. De este modo, el enfoque basado en la teoría, tanto si se aplica la teoría del problema  como la teoría de la implementación, la del programa o las tres, exige que el juicio evaluativo responda a una lógica en las que se establezcan argumentos coherentes, consistentes y sólidos. Esto es, argumentos en los que las afirmaciones respondan a una secuencia concatenada de  relaciones causa-efecto, en el caso de la teoría causal del problema, fines-medios, en el caso de la teoría de la implementación, y factores  condicionantes (hipótesis causales e hipótesis de acción) en la teoría del programa. Argumentos que no presenten contradicciones; y que  surgiendo de premisas contrastadas puedan conducir a conclusiones asimismo contrastadas. Son numerosos los autores que coinciden en  la necesidad de incorporar estos análisis en la evaluación tal y como  puede verse en los trabajos de Davidson (2000), Chen (2005), Díez  y Setién (2006) y Bueno (2006). Subirats llega incluso a vertebrar en su  planteamiento este enfoque y el siguiente, el orientado a la toma de  decisiones, al afirmar que “las evaluaciones que tienen en cuenta estos elementos de procesos puedan llegar a ser notablemente más potentes  y útiles que las que se centran exclusivamente en el tema resultados”  (Subirats, 2006: 33).

			
Enfoques orientados a la toma de decisiones

			Asumen un punto de vista más pragmático, otorgando una especial  relevancia a la utilidad de la evaluación. Se comparte una concepción utilitarista de la evaluación al considerar que tienen un valor, y un uso, muy limitado aquellas evaluaciones que simplemente valoran el  mérito de las acciones realizadas en el marco de un programa y que, sin  embargo, no aportan información que posibilite mejorar los programas. Con ello, se entiende que la evaluación de programas y políticas públicas debe satisfacer, al mismo tiempo, necesidades de valoración y necesidades de mejora, y no acotar su utilidad simplemente a juzgar el  mérito de las actuaciones (Chen, 2005). Es precisamente por ello por lo que se concibe la evaluación “como un proceso dinámico que parte de  la posibilidad de que exista un cambio de dirección en los programas”  (Vélez, 2007: 156).

			Cierto es que la evolución de la evaluación, tal y como Guba y Lincoln  la describen, responde a unos requerimientos de practicidad en sus usos,  tratando de adecuar los requerimientos temporales y de información de  los decisores públicos a las aplicaciones y orientaciones metodológicas  aplicadas. También Monnier insiste en los usos de la evaluación, de  modo que la valoración del éxito o fracaso de la evaluación como  proceso de negociación vendrá dado por los resultados obtenidos para  la intervención (Monnier, 1995).

			No obstante, sigue estando de actualidad el planteamiento que hiciera  Cronbach relativo a la considerable influencia que las evaluaciones  tienen sobre las políticas, reconociendo que ésta es indirecta, a largo  plazo, secundaria y conceptual (Cronbach et al., 1985). Se reconoce  con ello que la evaluación se erige como un elemento más y de utilidad para clarificar la toma de decisiones. Siendo consciente de que ésta,  finalmente, estará condicionada por una multiplicidad de elementos  y criterios que incluso pueden responder a parámetros y lógicas muy  diferenciadas a las establecidas por los estudios de evaluación. Subirats y Gomá también se refieren a esta cuestión al reconocer que si bien “en un primer momento se pensó en su “directa” y “decisiva” influencia en  los procesos y mecanismos de decisión, pasándose después a posiciones contrarias en las que negaba cualquier utilidad posterior de  esos estudios, la realidad ha ido demostrando cómo, en la mayoría de ocasiones, la evaluación viene a ser usada como un input más en el  proceso decisional” (Subirats y Gomá, 2002: 196).

			Stake (2006), Monnier (1995), Shaw (2003), no obstante, apuntan, en su  concepción negociadora de la evaluación, que también estas cuestiones  deben formar parte del propio proceso, con objeto de poder establecer  oportunamente la viabilidad de las estrategias y sus limitaciones. No  obstante, habría que tener en cuenta, por una parte, que no siempre es  factible transparentar los criterios sobre los que, decisores y gestores  públicos, orientan su intervención; y por otra parte, que puede ser  cuestionable que determinados criterios deban formar parte de la evaluación, cuando éstos posiblemente nada tengan que ver con la lógica de la intervención establecida bajo los parámetros de análisis de esta investigación social aplicada a las políticas públicas. Tampoco se  puede obviar que los propios procedimientos de desarrollo legislativo  y de negociación y concertación política y social, bajo el que también se concretan las políticas públicas, condicionarán, y no siempre según los parámetros de la evaluación, las decisiones que finalmente se lleven a cabo. En relación a esta cuestión, se establece que “existen pocos casos en los que las decisiones se basan sólo en los resultados de la evaluación, aunque si estos resultados son convincentes y los estudios son defendibles desde el punto de vista del rigor, pueden dominar la  toma de decisiones” (Rossi, 1989: 36).

			Debe asumirse, por tanto, que aquellas evidencias contrastadas a través  de la evaluación no conformarán la única base sobre la cual el poder  ejecutivo tomará decisiones políticas. Hay que reconocer la complejidad  del proceso de formulación de políticas públicas, y si bien los análisis  de evaluación son un insumo de conocimiento y juicio clarificadores,  existen otros factores que inciden en la concepción definitiva de la  intervención (Feinstein, 2007: 20).

			Pero la evaluación no debe prescindir de su orientación a facilitar la  toma de decisiones. Desde la lógica racional y coherente a los criterios  establecidos por la evaluación, ésta deberá concluir acerca de cuáles  deban ser las respuestas estratégicas a ejecutar por parte de los decisores  públicos. Y ello, a pesar de los planteamientos de Monnier, será  independiente del resultado final de la decisión, en el bien entendido  que el término independiente sitúa: 1) en los decisores  políticos y en sus procesos procedimentales y legales la toma de  decisión que se establezca; 2) y en las conclusiones de la evaluación  como un elemento más, que no el único, sobre el que establecer criterios  para tales decisiones. Por tanto, la evaluación se ha de orientar hacia la  toma de decisiones, con planteamientos posibilistas reconociendo que  su utilidad estriba en servir de referencia a los gestores. Asimismo, la  evaluación orientada hacia la toma de decisiones no esta reñida con el  hecho de que ésta sea concebida como una herramienta indicativa, que no imperativa.

			
El nivel empírico: la opción entre técnica

			
Las técnicas estarán orientadas hacia opciones más cuantitativas, más cualitativas, o de integración, bien sea bajo formas de “triangulación,  combinación o complementación” (Bericat, 1998: 38). Se establece como  principio la aceptación de que tanto las técnicas cuantitativas como las  cualitativas pueden aplicarse bajo el paradigma y los enfoques teóricos  propuestos sin menoscabar rigor y cientificidad a la evaluación. En este sentido, no existe un posicionamiento en favor de una única opción  de técnicas como forma metodológica empírica exclusiva, si bien se  reconoce que las aproximaciones al conocimiento de la realidad desde  parámetros exclusivamente cuantitativos obvian importantes elementos  que la conforman y que no pueden ser mesurables. Del mismo modo,  en el campo de la evaluación de políticas públicas, sobre todo desde  la superación del experimentalismo, son muchos los autores que en  absoluto coinciden con que sólo desde las técnicas cuantitativas pueden  ser contrastadas y justificadas las hipótesis de partida. Asimismo, salvo ante programas de intervención muy específicos y muy minoritarios,  tampoco parece suficiente sustentar el análisis en una mera observación cualitativa como parece sugerir Stake en su defensa por un enfoque  de evaluación comprensiva; si bien es cierto que él mismo reconoce  que “es un malentendido habitual suponer que para la evaluación  comprensiva es necesaria la investigación naturalista, el estudio de  casos o los métodos cualitativos” (Stake, 2006: 149).

			Más allá del reclamo de legitimidad científica que para sí pretenden  apropiarse tanto los cuantitativistas puros como los cualitativistas, lo  cierto es que, en evaluación de políticas públicas, los requerimientos  derivados de la complejidad que caracteriza el objeto de análisis, lleva  a numerosos autores, a combinar, en un mismo proceso, técnicas de los dos signos.

			Por tanto, es necesario, de una parte, reconocer explícitamente el  valor y utilidad de cada una de las técnicas respectivas aplicadas en  procesos de evaluación, sean éstas cuantitativas o cualitativas; y por  otra parte, reconocer las mayores capacidades analíticas que para la  evaluación de políticas públicas ofrece la integración vertebrada de  diversas técnicas de investigación. En este sentido, responde a una lógica coherente entender que la inclusión de técnicas cualitativas, que  no  exija renunciar a las cuantitativas, parece congruente con una lógica inductiva de aproximación constructiva a la realidad del contexto y de  la política objeto de evaluación (Vélez, 2007).

			La legitimidad científica de la integración de técnicas cuantitativas y  cualitativas está propuesta, en el ámbito específico de la evaluación  de políticas públicas, por Cook y Reichardt (1986), entre otros  muchos. Esencialmente se pueden distinguir tres estrategias básicas de  integración:

			• La estrategia de complementación de técnicas cuantitativas y cualitativas. En realidad, en este caso el grado de integración metodológico es relativo en tanto que cada una de las técnicas se centra  en aspectos diferentes de la realidad, si bien se entiende que se aplicarán  con sentido diferenciado.

			• La estrategia de combinación de técnicas cuantitativas y cualitativas.  Propone una integración subsidiaria de una técnica cualitativa en otra  cuantitativa o viceversa. Se pretende obtener una óptima combinación  metodológica de forma que se fortalezcan las técnicas a partir del  aprovechamiento de las sinergias derivadas de su combinación.

			• La estrategia de triangulación de técnicas cuantitativas y  cualitativas. Su aplicación a la evaluación de políticas públicas  exige utilizar, de  forma independiente, ambos tipos de técnicas  orientadas al mismo objeto de análisis. En este caso, la legitimidad  analítica se sustenta en la aplicación de dos tipos de técnicas para  analizar el mismo fenómeno. Esto otorga una mayor confianza en la convergencia de resultados obtenidos a través de “caminos”  diferentes, y en la veracidad del contraste de las hipótesis de partida.

			

Conclusiones

			
En el ámbito de la evaluación de políticas públicas, la complementariedad a nivel metateórico se hace tan necesaria como dar cumplimiento a las exigencias de coherencia metodológica entre la aplicación de las técnicas y la asunción de los enfoques.

			De la misma manera que Bericat establece que el problema a investigar determina el método de investigación, debiera extenderse esta afirmación al ámbito específico de la evaluación, de forma que podría afirmarse igualmente que el objeto a evaluar determina el método de evaluación. De hecho, Suchman, ya hace más de cuatro décadas, afirmaba que situaciones distintas necesitaban distintos métodos evaluativos (Suchman, 1967).

			Asimismo, la diferencia de la evaluación de otros modos de investigación social no está tanto en el método como en su finalidad (Weiss, 1998). No obstante, desde el reconocimiento de que la evaluación se inserta en el marco de las ciencias sociales, es necesario aceptar que la complejidad y multiplicidad de objetos de evaluación requieren propuestas epistemológicas plurales en las que paradigma, enfoque metodológico y técnicas aplicadas se adecuen con rigor y tratamiento científico al ámbito específico de cada análisis. Todo ello desde la consideración de que la evaluación debe permitir detectar y analizar con rigor las bondades y limitaciones del objeto de la intervención y ayudar a detectar posibles soluciones para su mejora.
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			1 Una definición integradora ampliamente referenciada es la que hicieran Rossi y Freeman considerando lo que se conoce como comprehensive evaluation que “es la aplicación sistemática de los procedimientos de la investigación social para valorar la conceptualización y el diseño, la ejecución y la utilidad de los programas de intervención social” (Rossi y Freeman, 1989: 18). Destaca por la relevancia que otorga al análisis de los resultados, pero también a otras facetas relativas tanto al diseño como a la gestión y procedimientos de implementación de las intervenciones públicas. Por esta múltiple orientación exige acometer evaluaciones a medida.

		

		
			2 Adaptado de G. Benhayoun y Y. Lazzeri (1998: 29 y 30).

		

		
			3 Informe de 4 de octubre de 2004, comisión para el estudio y creación de la Agencia Estatal de Evaluación de la Calidad de los Servicios y las Políticas Públicas (2004). Ministerio de Administraciones Públicas (p.70), Colección Informes, Aeval, Madrid.

			4 Otro autor hace referencia a las diversas aportaciones metodológicas que se desarrollan, desde el paradigma positivista, en el ámbito específico de las evaluaciones aplicadas en el campo de la economía (Planas, 2005).

		

		
			5 Con diversas adaptaciones teóricas, este enfoque recibe diversas denominaciones tales como evaluación basada en la teoría; evaluación sobre la teoría del programa; teoría del cambio.

			6 No se puede obviar que el enfoque basado en la teoría también fue utilizado bajo el paradigma positivista (Chen y Rossi, 1989).
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Resumen. No existe una metodologia de evaluacién de politicas publicas
plenamente consensuada y de aceptacion generalizada. Este articulo

aborda el reto que implica determinar un marco metodolégico que permita
orientar la labor de evaluacién como juicio critico y a su vez constructivo
de la intervencion publica; siempre desde el cumplimiento estricto del
rigor cientifico exigible. Se aportan algunas reflexiones teéricas de utilidad
desde el marco epistemologico para clarificar los principios, el enfoque y el
meétodo, asi como la opcién de técnicas e instrumentos analiticos que han
de conformar, en la practica, la base de los procesos de evaluacion de las
politicas publicas.
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